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Se condena a España a pagar una suma a tanto alzado de 30 millones de euros por 
haber incumplido su obligación de ejecutar una sentencia del Tribunal de Justicia 

que resuelve un recurso por incumplimiento  

España no ha adoptado todas las medidas necesarias para recuperar las ayudas de Estado 
ilegales concedidas a empresas por las provincias del País Vasco 

En los años noventa, las tres provincias del País Vasco (Álava, Vizcaya y Guipúzcoa) concedieron 
a determinadas empresas ayudas de Estado en forma de reducción de la base imponible y de un 
crédito fiscal del 45 % de las inversiones. La Comisión declaró dichas ayudas incompatibles con el 
mercado interior mediante seis Decisiones de 11 de julio de 2001, 1 ordenando a España que 
suprimiera los regímenes de ayudas y que adoptara todas las medidas necesarias para recuperar 
las ayudas ya entregadas a los beneficiarios de las mismas. Al comprobar que no todas esas 
ayudas habían sido recuperadas, la Comisión interpuso varios recursos por incumplimiento ante el 
Tribunal de Justicia en 2003. Mediante sentencia de 14 de diciembre de 2006, 2 el Tribunal de 
Justicia declaró que España había incumplido su obligación de adoptar las medidas necesarias 
para atenerse a las Decisiones de la Comisión. 

Considerando que España no había llevado a cabo una ejecución completa de la sentencia de 
2006, la Comisión decidió interponer un nuevo recurso por incumplimiento en 2011. La Comisión 
estima que los importes que aún no se habían recuperado cuando se interpuso el recurso 
representaban aproximadamente el 87 % del total de las ayudas ilegales que debían devolverse. 
Posteriormente la Comisión comprobó que, mientras se sustanciaba el procedimiento ante el 
Tribunal de Justicia, España había ejecutado íntegramente la sentencia de 2006, de modo que 
desistió de su pretensión de que se condenara a dicho Estado miembro al pago de una multa 
coercitiva, manteniendo al mismo tiempo su pretensión de que fuera condenado a pagar una 
suma a tanto alzado, cuya cuantía debía fijarse, a su juicio, en unos 65 millones de euros. 3  

En su sentencia dictada hoy, el Tribunal de Justicia considera que España no ha ejecutado 
adecuadamente la sentencia de 2006. En efecto, el Tribunal de Justicia pone de relieve que, a 
fecha de 27 de agosto de 2008 (día en que expiró el plazo fijado por la Comisión en el dictamen 
motivado que remitió a España para permitir que ésta ejecutara la sentencia de 2006), las 
autoridades españolas -como ellas mismas reconocen- no habían recuperado íntegramente las 
ayudas ilegales.  

En respuesta a una alegación de España, el Tribunal de Justicia declara que no le corresponde 
precisar qué cantidades no se han  recuperado aún respecto a cada una de las seis Decisiones de 
2001, sino que es España quien debe verificar la situación individual de cada una de las empresas 
afectadas y calcular el importe exacto de las ayudas que deben recuperarse en aplicación de las 
Decisiones controvertidas.  

                                                 
1
 Decisiones 2002/820/CE (DO 2002, L 296, p. 1), 2002/892/CE (DO 2002, L 314, p. 1), 2003/27/CE (DO 2003, 

L 17, p. 1), 2002/806/CE (DO 2002, L 279, p. 35), 2002/894/CE (DO 2002, L 314, p. 26) y 2002/540/CE (DO 2002, 
L 174, p. 31). 
2
 Sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de diciembre de 2006 Comisión/España (asuntos acumulados C-485/03 a 

C-490/03). 
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 Véase asimismo, en lo relativo a las conclusiones del Abogado General, el comunicado de prensa nº 8/14.  

http://curia.europa.eu/juris/documents.jsf?num=C-485/03
http://curia.europa.eu/juris/documents.jsf?num=C-485/03
http://curia.europa.eu/jcms/jcms/P_117960/


Habida cuenta de las circunstancias del presente asunto, el Tribunal de Justicia estima que está 
justificado condenar a España a pagar una suma a tanto alzado. En efecto, el Tribunal de Justicia 
destaca que el procedimiento de recuperación de las ayudas ilegales se prolongó durante más de 
cinco años después de que se dictara la sentencia de 2006, y que este retraso no podía 
achacarse a dificultades relacionadas con la recuperación de las ayudas. Por otro lado, las ayudas 
ilegales son particularmente perjudiciales para la competencia, debido a lo elevado de su cuantía 
y al gran número de beneficiarios de las mismas, razón por la cual habría debido privarse a éstos 
sin demora de la ventaja de la que habían disfrutado ilegalmente frente a sus competidores. Por 
último, el Tribunal de Justicia señala que España ya ha sido objeto de varias sentencias que 
resuelven recursos por incumplimiento por no haber recuperado ayudas ilegales de manera 
inmediata y efectiva. 4 Según el Tribunal de Justicia, esta reiteración de comportamientos ilícitos 
de un Estado miembro requiere que se adopte una medida disuasoria, como la condena al pago 
de una suma a tanto alzado. 

Considerando que el hecho de que la infracción sólo afecte a una región autónoma no atenúa la 
gravedad del incumplimiento señalado, el Tribunal de Justicia estima que, dada la capacidad de 
pago de España, está justificado condenar a dicho Estado a pagar una suma a tanto alzado de 
30 millones de euros. 

 

 

NOTA: El recurso por incumplimiento, dirigido contra un Estado miembro que ha incumplido sus 
obligaciones derivadas del Derecho de la Unión, puede ser interpuesto por la Comisión o por otro Estado 
miembro. Si el Tribunal de Justicia declara que existe incumplimiento, el Estado miembro de que se trate 
debe ajustarse a lo dispuesto en la sentencia con la mayor brevedad posible. Si la Comisión considera que 
el Estado miembro ha incumplido la sentencia, puede interponer un nuevo recurso solicitando que se le 
impongan sanciones pecuniarias. No obstante, en caso de que no se hayan comunicado a la Comisión las 
medidas tomadas para la adaptación del Derecho interno a una directiva, el Tribunal de Justicia, a 
propuesta de la Comisión, podrá imponer sanciones en la primera sentencia. 

 

Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. 

El texto íntegro de la sentencia se publica en el sitio CURIA el día de su pronunciamiento  

Contactos con la prensa: Cristina López Roca  (+352) 4303 3667 

Las imágenes del pronunciamiento de la sentencia se encuentran disponibles en  
«Europe by Satellite»  (+32) 2 2964106 

                                                 
4
 En particular, las sentencias del Tribunal de Justicia Comisión/España, de 2 de julio de 2002 (C-499/99), de 26 de junio 

de 2003 (C-404/00), de 20 de septiembre de 2007 (C-177/06), y de 24 de enero de 2013 (C-529/09). 
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